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PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES PARA EXIGIR LA REINSTALACIÓN O LA 
INDEMNIZACIÓN POR SUSPENSIÓN O DESPIDO INJUSTIFICADO. EL ARTÍCULO 180, 
FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 
ESTADO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE MÉXICO QUE PREVÉ EL PLAZO RELATIVO, NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. De acuerdo con el artículo señalado prescriben 
en un mes las acciones para exigir la reinstalación o la indemnización, cuando se demande la 
suspensión o el despido injustificado. En la exposición de motivos de la reforma mediante la que se 
estableció dicho plazo se destacó, respecto a los procedimientos que se tramitan en el Tribunal 
Estatal de Conciliación y Arbitraje, la necesidad de garantizar la efectividad en la resolución de los 
procesos laborales, sin dejar de reconocer los derechos de los servidores públicos, pero cuidando 
las condiciones para que los recursos económicos asignados en los presupuestos estatales y 
municipales se apliquen primordialmente a la prestación de servicios públicos. En ese sentido, se 
advierte que la reforma del artículo 180, fracción I, inciso c), de la Ley del Trabajo de los Servidores 
Públicos del Estado y Municipios del Estado de México atiende a un fin constitucionalmente válido 
al estar dirigida al cumplimiento de las obligaciones de la entidad federativa y sus Municipios; 
asimismo, se trata de una medida necesaria y proporcional para lograr reducir el monto de los 
salarios caídos que deban pagarse, así como para cuidar los recursos públicos asignados a la 
entidad federativa; de igual forma el plazo de un mes establecido por el legislador, en ejercicio de su 
libertad de configuración, es razonable para presentar una demanda laboral, dado que los 
trabajadores tienen acceso a asesoría jurídica gratuita, que la entidad federativa tiene comunicación 
terrestre adecuada y que existen oficinas en diversos puntos del Estado donde se pueden promover 
demandas laborales; por tanto, el precepto indicado no viola el derecho de acceso a la justicia, al 
permitir la defensa adecuada de los trabajadores. 

Amparo directo en revisión 4772/2014. Rosa María Hernández Colín. 4 de marzo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz.  

Amparo directo en revisión 5974/2014. Roxana Elizabeth González Guadarrama. 13 de mayo de 
2015. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 

Amparo directo en revisión 132/2017. Claudia Durón Lara. 3 de mayo de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes. 

Amparo directo en revisión 6909/2018. Edgar Antonio Morales Rojas. 13 de febrero de 2019. 
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